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Sumario]  

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez 

Torres, el Juez Flores García y el Juez Sánchez Ramos.  

 

Flores García, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2016. 

I 

El 22 de septiembre de 2014, la parte apelante, 

Cher L. Alicea Colón, presentó una Querella bajo el 

procedimiento sumario provisto por la Ley Núm. 2 de 17 

de octubre de 1961, 32 LPRA sec. 3118 et seq., contra 

la parte apelada, Caribbean Medical & Rehabilitation 

Corp.  

Alegó que comenzó a trabajar para la apelada el 

28 de marzo de 2004 mediante un contrato de servicios 

indeterminado y que terminó su relación de trabajo el 

18 de agosto de 2014, mediante una renuncia 

involuntaria. Arguyó que su renuncia fue provocada por 

un patrón de conducta abusivo y discriminatorio por 

parte de la apelada, lo que constituyó un despido 

constructivo. Señaló, además, que la pérdida del 
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empleo le provocó daños, que según estimó, ascendieron 

a una suma no menor de $500,000.00.  

La apelada contestó la querella negando las 

alegaciones principales. Adujo, en esencia, que la 

apelante no fue despedida y que carecía de una causa 

de acción en Derecho.  

Luego de varios trámites procesales, el 14, 15 y 

16 de marzo de 2016, se celebró el juicio en su fondo. 

Como testigo de la parte apelante declaró la señora 

Alicea Colón, y por parte de la apelada testificó la 

señora Diane Clouser, quien es administradora de 

Caribbean Medical & Rehabilitation Corp.  

Luego de evaluada la prueba presentada, el 31 de 

marzo de 2016, notificada el 6 de abril de 2016, el 

Tribunal de Primera Instancia dictó Sentencia en la 

que formuló las siguientes determinaciones de hechos: 

1. La querellante, previo al 2004 trabajó 

muchos años con la compareciente y sin 

razón alguna que no fuera el mero deseo 

personal de ésta, renunció a su trabajo y 

se fue a laborar con otro médico. Al poco 

tiempo volvió a laborar con la 

compareciente en donde le dieron el mismo 

trabajo que previamente tenía. Allí no se 

acordó nada que no fuera que trabajara 

según la conveniencia de la parte 

querellada. En esa fecha, ni posterior a 

la misma la querellante pidió acomodo 

razonable ni que se tomara en cuenta 

condición de trabajo alguna, mucho menos 

un horario específico por la condición de 

salud de ella o de algún familiar. Eso no 

fue una consideración sugerida o acordada 

entre las partes y la querellante nunca 

ponderó esto como una condición para 

empleo. 

2. El salario más alto devengado por la 

querellante fue a razón de $7.50 por 

hora. 

3. La querellante no se desempeñaba de forma 

eficiente ni mucho menos sobresaliente. 

Como cuestión de realidad, ésta entraba a 

las 6:00 de la mañana a laborar y ocupaba 
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gran parte de su tiempo en asuntos 

personales para lo que utilizaba la 

computadora y equipo de la oficina. 

Hechos que fueron admitidos por la propia 

querellante.  

4. En ese mismo tiempo diseñaba e imprimía 

el menú para el restaurante o cafetería 

de su hermana, ―Mi Cocina (Yeya)‖, (787) 

432-0872. 

5. La querellante se dedicaba en su tiempo 

libre a dar clases de scrapbook y en 

horas de trabajo, con el equipo de la 

querellada diseñaba los cursos, 

establecía los calendarios, hacía las 

hojas e inventarios a las necesidades que 

tenía sus clases y los imprimía en el 

lugar de empleo. 

6. En el lugar de empleo, realizaba cartas 

personales para las maestras de sus hijos 

y para el desarrollo de su negocio de 

scrapbook. 

7. Hizo y desarrolló un resumé de ella, todo 

en el tiempo que se supone estuviera 

trabajando para la querellada. El tiempo 

invertido en estas actividades no 

relacionadas al empleo, provocaban que no 

realizara su trabajo de forma adecuada o 

completa y generaba la reclamación de sus 

supervisores en cuanto a su desempeño.  

8. La querellante alude que el cúmulo de 

trabajo la agobiaba.  

9. La querellante practicaba ocio 

cibernético y aceptado por la 

querellante. 

10. Como parte de la investigación que se 

realizó, es que la querellada adviene en 

conocimiento de lo que la querellante 

hacía en sus horas de trabajo. 

11. En los años que la querellante laboró en 

la entidad querellada, nunca se le negó 

las vacaciones y nunca se ha tenido 

represalias con ella por los días que ha 

tomado por enfermedad. La relación entre 

el patrono y la querellante era una de 

respeto y en la que se buscaba la forma 

de ayudarle, al punto  que en repetidas 

ocasiones se le hacían préstamos de 

dinero en efectivo para que ésta 

sufragara sus necesidades personales. 

12. La querellada cambió el horario en que 

ofrece servicios a sus clientes desde el 

1ro de julio de 2014. A partir de esa 

fecha ya no abre a las 6:00 de la mañana 

sino a las 8:00 de la mañana. Este cambio 

generó un impacto en las primeras horas 
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de trabajo que es donde se atiende el 

mayor número de pacientes y en donde se 

generan la mayor cantidad de llamadas 

telefónicas. Ante las alegaciones hechas 

por la querellante de que estaba cargada 

de trabajo, y en beneficio de ésta, se le 

informó que comenzaría a trabajar a las 

10:00 de la mañana hasta las 7:00 de la 

noche donde el volumen de trabajo era 

menor, en atención a la alegada carga de 

trabajo que la querellante aducía tenía y 

para que completara cuarenta (40) horas a 

la semana. 

13. La querellante nunca fue despedida.  

14. No hubo contrato de empleo entre la 

querellante y la querellada. 

Finalmente, el foro primario expresó en su 

Sentencia que el testimonio de la querellante no le 

mereció credibilidad y razonó que la querellante 

―intentó crear unos hechos dirigidos a conseguir una 

compensación que no le correspondía.‖  Estableció, 

además, que las condiciones estresantes que alegó 

sufrir la querellante fueron auto infligidas y creadas 

por ella al utilizar el internet en horas laborables 

para su ocio, provocando que el trabajo se atrasara.  

Concluyó que a la luz de la prueba documental y 

testifical presentada, así como la credibilidad que le 

merecieron los testigos, la querellante no pudo 

demostrar que en efecto la renuncia fuera involuntaria 

o una renuncia constructiva como alegó en su querella. 

Por ello, declaró sin lugar la querella en su 

totalidad.  

Inconforme, el 18 de abril de 2016, la apelante 

acudió ante esta segunda instancia judicial, mediante 

un recurso de apelación, alegando que el foro primario 

incidió al desestimar la Querella. 

Examinados los escritos de las partes, la 

transcripción de la prueba oral y los autos del caso, 
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estamos en posición de adjudicarlo de conformidad con 

el Derecho aplicable.  

II 

A. Ley Núm. 80 

La Ley de indemnización por despido 

injustificado, Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1979, 29 

LPRA sec. 185 et seq., establece que ―aquellos 

empleados de comercio, industria o cualquier otro 

negocio o sitio de empleo que: (1) están contratados 

sin tiempo determinado; (2) reciben una remuneración, 

y (3) son despedidos de su cargo, sin que haya mediado 

una justa causa‖, tienen derecho al pago de una 

compensación por su patrono —además del sueldo 

devengado— pago típicamente denominado como la mesada. 

Orsini v. Srio de Hacienda, 177 DPR 596, 620-621 

(2009). Véanse, además: 29 LPRA § 185a; Díaz v. 

Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364, 375 (2001). Cuando 

el obrero es contratado por tiempo cierto o para un 

proyecto u obra determinada, la Ley Núm. 80 no es de 

aplicación. López Fantauzzi v. 100% Natural, 181 DPR 

92, 107 (2011).   

La protección de la Ley Núm. 80, supra, persigue 

proteger la tenencia del empleo del trabajador 

mediante la concesión de unos remedios más justicieros 

y consubstanciales con los daños causados por un 

despido injustificado. Exposición de Motivos de la Ley 

Núm. 80, supra. Véanse, también: Vélez Cortés v. 

Baxter, 179 DPR 455, 465 (2010), citando a Díaz v. 

Wyndham Hotel Corp., supra, a la pág. 375; Jusino et 

als. v. Walgreens, 155 DPR 560, 571 (2001); Vélez 

Rodríguez v. Pueblo Int'l, Inc., 135 DPR 500, 510 

(1994). La Ley Núm. 80 es de carácter remedial o 
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reparador, por lo que debe ser interpretada de manera 

que se cumpla con su espíritu.  Santiago v. Kodak 

Caribbean, Ltd., 129 DPR 763, 769 (1992). En vista de 

su propósito reparador, esta ley debe siempre 

interpretarse de manera liberal y favorable al 

empleado. Belk v. Martínez, 146 DPR 215, 232 (1998).   

El empleado despedido sin justa causa tendrá 

derecho a recibir de su patrono, en adición al sueldo 

que hubiere devengado: (a) el sueldo correspondiente a 

dos (2) meses por concepto de indemnización, si el 

despido ocurre dentro de los primeros cinco (5) años 

de servicio; el sueldo correspondiente a tres (3) 

meses si el despido ocurre luego de los cinco (5) años 

hasta los quince (15) años de servicio; el sueldo 

correspondiente a seis (6) meses si el despido ocurre 

luego de los quince (15) años de servicio;‖.29 LPRA § 

185a. Véase además, Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 

supra, a la pág. 375.   

Sin embargo, la Ley Núm. 80, supra, no define 

explícitamente lo que se considera como justa causa 

para el despido; sin embargo, se ha precisado como 

aquel que tiene su origen en alguna razón o motivo 

vinculado a la ordenada marcha y normal funcionamiento 

de una empresa y no en el libre arbitrio o capricho 

del patrono. Srio. del Trabajo v. G.P. Inds., Inc., 

153 DPR 223, 244 (2001).   

En aquellos casos donde se alegue que el despido 

injustificado fue producto de un despido constructivo, 

se estudia si la renuncia del empleo estuvo motivada 

por actuaciones del patrono dirigidas a inducirlo o 

forzarlo a renunciar, tales como imponerle o intentar 

imponerle condiciones de trabajo más onerosas, 
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reducirle el salario, rebajarlo en categoría o 

someterlo a vejámenes o humillaciones de hecho o de 

palabra. 29 LPRA sec. 185(e).   

Esta modalidad de despido comprende actos 

voluntarios e injustificados de un patrono encaminados 

a obligar al empleado a dejar su empleo, cuando la 

única alternativa razonable que queda es abandonar el 

cargo. Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co, 180 DPR 

894, 908. (2011).   

La Guía Revisada para la Aplicación de la Ley 

Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada (en 

adelante ―la Guía‖), emitida el 21 de septiembre de 

2000 por el Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos establece los criterios que el foro 

adjudicador debe evaluar cuando se enfrenta a una 

controversia que versa sobre despido constructivo. Por 

su importancia citaremos ad verbatim varias de las 

medidas allí esbozadas:   

[ ... ] dos elementos básicos que tienen que 

estar presentes para que esa forma de 

despido ocurra, son los siguientes:   

  

    1)  las acciones del patrono deben exhibir 

un nivel de seriedad considerable. Simples 

mal entendidos o situaciones antipáticas que 

no tienen el efecto de crearle al empleado 

un ambiente de trabajo que resulte 

intimidante, hostil y ofensivo no conlleva a 

un despido constructivo.   

  

2) el empleado no debe tener disponible otra 

alternativa que no sea la renuncia para 

resolver la situación adversa que enfrenta 

en el trabajo.   

  

Si el empleado tiene disponible algún 

remedio que resulta razonable y que bajo 

condiciones normales se entiende que tiene 

la capacidad para resolver la situación 

existente, entonces, viene obligado a agotar 

el mismo antes de renunciar o de lo 

contrario, no podrá invocar la existencia de 

un despido constructivo.   
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Si luego de presentada la totalidad de la prueba, 

queda demostrado que no hubo ánimo o intención 

discriminatoria en el despido, pero el demandado no 

logró establecer una justificación razonable para la 

cesantía del demandante, el tribunal deberá concluir 

que el despido fue injustificado y el empleado será 

acreedor, exclusivamente, de los remedios establecidos 

en la Ley 80, supra. Si, por el contrario, el tribunal 

determina que el despido efectivamente fue 

discriminatorio y, por ende, injustificado, entonces 

procederá a imponer los remedios provistos por la Ley 

100, supra.   

B. Apreciación de la prueba 

En aquellos casos, en los que a través de un 

recurso apelativo se impute al Tribunal de Primera 

Instancia la comisión de un algún error relacionado 

con la suficiencia de  prueba testifical o con la 

apreciación de la prueba, la parte apelante tiene la 

obligación de presentar una transcripción o exposición 

narrativa de la prueba para colocar a esta segunda 

instancia judicial en posición de revisar la sentencia 

apelada. Regla 19, inciso a, del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B; Álvarez v. 

Rivera, 165 DPR 1 (2005).     

En ausencia de error, prejuicio o parcialidad, 

los tribunales apelativos no intervendrán con las 

determinaciones de hechos, con la apreciación de la 

prueba, ni con la adjudicación de credibilidad 

efectuadas por el Tribunal de Primera Instancia. 

González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 

776 (2011); Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 

DPR 799, 811 (2009). Esta deferencia descansa en que 
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el juez ante quien declaran los testigos es quien 

tiene la oportunidad de verlos y observar su manera de 

declarar, apreciar sus gestos, titubeos, 

contradicciones y todo su comportamiento mientras 

declaran; factores que van formando gradualmente en su 

conciencia la convicción sobre la verdad de lo 

declarado. Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 

176 DPR 31, 68 (2009). Aún en aquellos casos en los 

que surjan conflictos entre la prueba corresponde al 

juzgador de los hechos dirimirlos. Flores v. Soc. de 

Gananciales, 146 DPR 45, 50 (1998).   

Las determinaciones de hechos basadas en 

testimonio oral no se dejarán sin efecto a menos que 

sean claramente erróneas. Regla 42.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2. Solo se podrá 

intervenir con estas conclusiones cuando la 

apreciación de la prueba no represente el balance más 

racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la 

prueba. González Hernández v. González Hernández, 

supra, pág. 777. ―Se impone un respeto a la 

aquilatación de credibilidad del foro primario en 

consideración a que solo tenemos records mudos e 

inexpresivos‖. Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 

supra, pág. 811.   

En Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 212 

(1990), nuestro Tribunal Supremo expresó:   

El abuso de discreción se puede manifestar 

de varias maneras en el ámbito judicial. Se 

incurre en ello, entre otras, y en lo 

pertinente, cuando el juez en la decisión 

que emite no toma en cuenta e ignora, sin 

fundamento para ello, un hecho material 

importante que no podría ser pasado por 

alto; cuando, por el contrario, el juez sin 

justificación y fundamento alguno para ello, 

le concede gran peso y valor a un hecho 

irrelevante e inmaterial y basa su decisión 
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exclusivamente en el mismo; o cuando, no 

obstante considerar y tomar en cuenta todos 

los hechos materiales e importantes y 

descartar los irrelevantes, el juez 

livianamente sopesa y calibra los mismos.  

  

―Cuando la evidencia directa de un testigo le 

merece entero crédito al juzgador de hechos, ello es 

prueba suficiente de cualquier hecho‖. Rivera Menéndez 

v. Action Service, 185 DPR 431, 444 (2012). Es por 

tanto que ―la intervención con la evaluación de la 

prueba testifical procedería en casos en los que luego 

de un análisis integral de esa prueba, nos cause una 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que 

estremezca nuestro sentido básico de justicia‖. Id.   

III 

En el presente caso, la parte apelante sostiene 

que el foro primario incidió al desestimar la querella 

sobre despido injustificado. Según se alegó en la 

querella, la apelante se vio obligada a renunciar 

involuntariamente a su empleo, tras un patrón de 

conducta abusivo y discriminatorio por parte de la 

apelada, lo que constituyó un despido constructivo.  

Según expusimos, la Ley Núm. 80, establece una 

presunción contra el patrono, mediante la cual ―todo 

despido es injustificado hasta tanto el patrono 

demuestre justa causa para su acción‖. Díaz v. Wyndham 

Hotel Corp., supra, a la pág. 378, citando a Báez 

García v. Cooper Labs., Inc., 120 DPR 145, 155 (1987). 

Como resultado, una vez activada la presunción, se le 

impone al ―patrono la carga probatoria de justificar 

en la afirmativa su actuación, exponiendo en la 

contestación a una querella los hechos que dieron 

origen al despido‖. Báez García v. Cooper Labs., Inc., 

supra, a la pág. 152. 
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En los casos surgidos bajo la Ley Núm. 80, supra, 

para que un obrero pueda valerse de la presunción 

fuerte de que su despido fue injustificado, tiene que 

presentar prueba demostrativa de que, en efecto, lo 

despidieron. Una vez presentada la prueba, el empleado 

cobijado por la presunción podría prevalecer en el 

pleito sin más evidencia que la misma presunción. El 

Tribunal Supremo ha definido el alcance de la 

presunción de despido injustificado bajo la Ley Núm. 

80, supra, señalando que, una vez el empleado pruebe 

los hechos básicos que sustentan una presunción de 

despido injustificado, logra invertir el peso de la 

prueba sobre el patrono demandado, quien sólo puede 

derrotarla por prueba amplia y vigorosa. Rivera 

Figueroa v. The Fuller Brush Co., supra, a la pág. 

912. 

En este caso, resulta primario adjudicar si 

efectivamente hubo un despido, pues de conformidad a 

las alegaciones de la apelante, las acciones del 

patrono configuraron un despido constructivo.  

Conforme reseñamos, en estos casos es necesario 

adjudicar si la renuncia del empleo estuvo motivada 

por actuaciones del patrono dirigidas a inducirla o 

forzarla a renunciar, tales como imponerle o intentar 

imponerle condiciones de trabajo más onerosas, 

reducirle el salario, rebajarlo en categoría o 

someterlo a vejámenes o humillaciones de hecho o de 

palabra. 

La apelante alegó que en aras de recibir una 

mayor remuneración, le presentó una propuesta a la 

parte apelada, solicitándole empleo bajo la concesión 

de una horario flexible entre 7:30 am y 4:30 pm o 
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entre 8:00 am y 5:00 pm. Arguyó que de acuerdo a la 

referida propuesta y a sus necesidades, la parte 

apelada le concedió mediante un horario especial un 

acomodo razonable, motivado por una necesidad 

familiar. La apelante aduce que dicha propuesta 

constituyó el contrato entre las partes, por lo que 

entiende que la parte apelada aceptó su condición de 

trabajar dentro de estos horarios y estaba impedida de 

alterarlo. 

Según se desprende de la prueba, la apelante 

comenzó a laborar para la apelada en un horario de 

7:30 am a 4:30 pm. Posteriormente, la apelada decidió 

comenzar las operaciones de la oficina más temprano, 

por lo que la apelante voluntariamente se ofreció a 

cubrir el turno de 6:00 am a 3:00 pm.
1
  Luego de varias 

incidencias, la apelante se acogió a los beneficios de 

la Corporación del Fondo del Seguro del Estado. Sin 

embargo, mientras se reportaba al Fondo, la apelada le 

notificó que su nuevo horario de trabajo sería de 

10:00 am a 7:00 pm.
2
  

El 12 de agosto de 2014, la apelante le cursó una 

carta a la apelada, en la cual le cuestionó sobre el 

cambio de horario. Le manifestó que su hijo menor de 

edad padecía de diabetes tipo I, por lo que se le 

imposibilitaba continuar laborando pasadas las 4:00 

pm. Añadió que dicha condición requería de una 

atención especial, pues el menor debía cumplir con un 

horario de alimentación e ―infiltrarle‖ su insulina. 

La apelante sostiene que la apelada nunca 

discutió, ni le entregó una carta del 13 de agosto de 

                                                 
1 Líneas 17-22 de la pág. 41 del testimonio de la parte apelante 

del 14 de marzo de 2016. 
2 En ese momento, su horario era de 6:00 am a 3:00 pm. 
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2014, redactada por el patrono, en la cual reconocía 

que por años le había concedido un horario especial a 

la apelante, de acuerdo a sus necesidades. Añadió que 

en dicho documento se recomendaba concederle un empleo 

a tiempo parcial (no más de cinco (5) horas), sin 

embargo, nunca se lo ofreció.  

El 15 de agosto de 2014, la apelante se reunió 

con la señora Diane Clouser, administradora de la 

oficina, para discutir su horario de trabajo. En la 

misma, la parte apelada le indicó a la apelante que la 

decisión era final. En la referida reunión la apelante 

nunca le manifestó a la apelada que de mantener su 

determinación, se vería forzada a renunciar.  

La apelante sostuvo que contrario a lo anterior, 

la parte apelada le había otorgado un horario de 8:00 

am a 4:00 pm a un familiar del dueño de la apelada, 

concediéndole un turno preferente a un empleado con 

menor antigüedad. Expresó que la única explicación 

para dicha acción era forzarla a renunciar a su 

empleo.  

Sin embargo, la parte apelada expresó que el 

cambio de horario se debió a la necesidad de acortar 

gastos, reduciendo las horas de servicios de la 

oficina. Por consiguiente, desde ese momento, la 

oficina operaría desde las 8:00 am, en lugar de las 

6:00 am.
3
 Añadió que en el caso de la apelante, ésta 

había sido diagnosticada por su doctor con ―stress 

post caused by office work‖, por lo que decidieron 

otorgarle el turno de 10:00 am a 7:00 pm.
4
 Según 

expresó, entre 8:00 am y 10:00 am existe gran cúmulo 

                                                 
3 Líneas 2-23 de la pág. 114 del testimonio de la señora Diane 

Clouser del 15 de marzo de 2016. 
4
 Líneas 16-18 de la pág. 115 del testimonio de la señora Diane 

Clouser del 15 de marzo de 2016. 
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de trabajo y por consiguiente un alto nivel de estrés.
5
 

Ante ello, prefirieron otorgarle el turno de las 10:00 

am pues ya para ese momento se encontrarían presente 

todos los empleados, reduciendo así el nivel de 

trabajo y, por consiguiente, de estrés.
6
  

Sostuvo que en el periodo entre 8:00 am y 10:00 

am, se mantuvo a las dos empleadas que cubrieron las 

labores de la oficina mientras la apelante y otra de 

las empleadas estuvieron fuera, con sus respectivas 

licencias.  

La parte apelante sostiene que se vio forzada a 

renunciar, pues con el cambio de horario no tenía 

quién atendiera a su hijo, quien padece de diabetes 

tipo I. Añadió que sólo ella y su esposo se atrevían 

inyectarle la insulina al menor. 

No obstante, a preguntas de la parte apelada, la 

apelante reconoció que al momento de presentar su 

renuncia, el menor ya contaba con una máquina que 

producía la pompa que le suministraba la insulina sin 

tener que inyectarlo.
7
 Añadió que la dosis a 

suministrarse dependía de la alimentación del menor. 

Para ello, debían realizarle unas pruebas para 

determinar el nivel de azúcar en la sangre, así como 

la cantidad de carbohidratos que había consumido. 

Luego de esto, se introducía la información a la 

máquina y ésta suministraba automáticamente la 

cantidad de insulina necesaria. 

Por último, la parte apelante sostuvo que padecía 

de ataques de estrés y ansiedad como resultado de su 

                                                 
5
 Líneas 11-20 de la pág. 116 del testimonio de la señora Diane 

Clouser del 15 de marzo de 2016. 
6 Líneas 3-23 de la pág. 117 del testimonio de la señora Diane 

Clouser del 15 de marzo de 2016. 
7 Líneas 14-23 de la pág. 120 del testimonio de la señora Cher 

Alicea Colón del 14 de marzo de 2016. 
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trabajo, razón por la que el 28 de mayo de 2013, la 

apelante acudió al Fondo. Sin embargo, alrededor de 

siete meses con posterioridad a su solicitud, dicha 

corporación pública emitió una disposición final en la 

que disponía que luego de analizar su expediente, su 

condición no se le podía atribuir al trabajo. 

La parte apelada sostuvo que según la prueba 

presentada, la apelante no logró demostrar que en este 

caso se configuró un despido constructivo. Añadió que 

el foro primario no le otorgó credibilidad al 

testimonio de la apelante, quedando demostrado que 

ésta intentaba crear unos hechos dirigidos a recibir 

una compensación que no le correspondía. Asimismo, que 

las alegadas condiciones estresantes a las que la 

apelante estuvo expuesta fueron auto-infligidas, pues 

mientras sus supervisores no estaban presentes, ésta 

realizaba labores no relacionadas a su empleo, 

atrasándose así en sus obligaciones.  

Conforme a la prueba, la parte apelante no logró 

demostrar que el cambio de horario resultó ser una 

medida onerosa, ni dirigida a forzarla a renunciar. La 

apelante no evidenció que el nuevo horario de 

operaciones del establecimiento comercial o de 

trabajo, incidiera sobre algún ―acomodo razonable‖ 

necesario para que pudiera realizar su trabajo.  

Aún asumiendo que las necesidades de su hijo 

constituían un fundamento jurídico para la concesión 

de un ―acomodo razonable‖ como empleada, asunto que no 

adjudicamos hoy, tampoco se demostró la necesidad de 

estar junto a su hijo menor de edad al momento de 

suministrarle el medicamento. Según su propio 

testimonio, la abuela del menor, quien lo cuidaba en 
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las tardes, podía realizarle las pruebas de sangre 

para determinar la dosis necesaria de insulina a 

suministrarse. Además, el menor tiene aproximadamente 

once (11) años de edad, lo que evidenciaba que tenía 

la capacidad para aprender y conocer sobre dicho 

procedimiento. 

Asimismo, se desprende que la apelante nunca le 

manifestó a la parte apelada que de mantenerla en el 

horario de 10:00 am a 7:00 pm, se vería forzada a 

renunciar. La apelante tampoco les sugirió la 

posibilidad de trabajar menos horas durante el día. 

Por el contrario, la prueba demostró que la 

apelante reiteradamente hizo tareas no relacionadas a 

su empleo en horas de trabajo. El patrono realizó una 

serie de ajustes para que la apelante atendiera 

asuntos familiares, no relacionados a un acomodo 

razonable para su empleo y los cambios en el horario 

de trabajo respondieron a necesidades del negocio.  

A la luz de lo anterior, no se configuró un 

despido constructivo.  

Tampoco procede una alegación de acoso laboral, 

pues en Puerto Rico, no se reconoce una causa de 

acción por acoso laboral. De hecho, los proyectos de 

ley dirigidos a reconocer este tipo de reclamación no 

han progresado en la Asamblea Legislativa.
8
 Tampoco en 

este caso se alegó, ni se probó que mediara discrimen 

en el empleo, al amparo de la Ley Núm. 100 de 30 de 

junio de 1959, según enmendada, 29 LPRA sec. 146 et 

seq. 

                                                 
8 Véase, Proyecto de la Cámara 4035 y Proyecto del Senado 2144 de 

la 16ta. Asamblea Legislativa y el Proyecto de la Cámara 79 y el 

Proyecto del Senado 744 de la 17ta Asamblea Legislativa. 
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Por todo lo antes mencionado, resulta forzoso 

concluir que el Tribunal de Primera Instancia actuó 

correctamente al determinar que la parte apelante no 

demostró que su renuncia estuvo motivada por 

actuaciones del patrono y, por consiguiente, que se 

trataba de un despido constructivo. La causa de acción 

promovida resultaba improcedente en Derecho.  

IV 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la 

sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

                                             

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

  


